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EL PROBLEMA

LA VIVIENDA COMO PROBLEMA GLOBAL, COMPLEJO Y «MALDITO»

¿Por qué amplias capas de la sociedad tienen tantas dificultades para acceder a una vivienda digna a un precio asumible? ¿Por qué no solo es un problema en España, sino que lo es en muchas ciudades y exitosas áreas metropolitanas europeas, americanas y occidentales? ¿Por qué los problemas de vivienda de España tienen algunas particularidades relevantes debidas a nuestra historia?

Lo primero que tenemos que dejar claro, por pura honestidad intelectual, es que la vivienda es un problema de compleja solución. Poliédrico y multicausal. Para comprenderlo hay que prestar atención a aspectos económicos, políticos, sociales, culturales, demográficos e históricos. El cruce de factores, actores, intereses, clases sociales e inercias dificulta llegar a consensos sobre las causas. Más aún, sobre las soluciones.

Si escuchan a algún «experto» defender que la vivienda es un problema de rápida, fácil y única solución, dejen de escuchar a esa persona. Si lo dice un político, salvo que sean ricos, llévense, en gesto protector, la mano al bolsillo. Si se lo escuchan a un periodista o tertuliano, tienen ustedes mi simpatía si también son de quienes le gritan a la televisión.

La política de vivienda es, por su propia naturaleza, complicada, cara, multivectorial, lenta, socialmente divisora y electoralmente arriesgada. Un problema «maldito» (a wicked problem en la literatura académica). Me refiero a las políticas serias y estructurales. Las que son capaces en mercados tensionados de contener los precios y de generar igualdad de oportunidades y un bienestar socialmente compartido. Las políticas valientes y sostenidas en el tiempo que necesitamos en estos momentos en las ciudades españolas, pero también en muchas de América y Europa.

Lo anterior no debe impedirnos tener claro el ADN del problema y, por lo tanto, el foco principal sobre el que actuar. En un mundo con demasiada liquidez en manos de diversos tipos de ricos cada vez más poderosos, la vivienda es, frente a otras inversiones alternativas, un bien muy seguro y relativamente rentable, deseado tanto por inversores internacionales como locales.

Hoy, en las zonas metropolitanas atractivas, ya no se invierte para vender y alquilar a la población local en función de sus ingresos como asalariados, autónomos,1 inquilinos o hipotecados. Se invierte pensando, por encima de todo, en el alquiler de corto plazo a otro tipo de usuarios, más visitantes que inquilinos, con un poder adquisitivo superior al ciudadano local medio.

Se invierte también para vender a compradores foráneos que suelen pagar al contado, sin hipoteca, y que no usan la vivienda como su primera residencia. Y solo en última instancia se invierte para aquellas familias locales que ya son propietarias de una vivienda, pero que desean cambiarse a otra mejor (demanda de cambio y no de primer acceso). Por todo ello, la demanda de primer acceso, y asequible, queda huérfana.


El driver (es decir, por qué y para qué se invierte) ya no son los salarios y las hipotecas locales. El factor gatillante es la liquidez inversora. Los alquileres no bajan o suben en función de los salarios y del clima económico local, sino, en buena medida, en función de variables exógenas a la relación contractual arrendaticia.

La utilidad que se persigue no es atender a personas y familias que quieren residir de forma indefinida,2 sino obtener el mayor rendimiento en los distintos submercados de alquiler a corto plazo. Esta pulsión inversora,3 en muchas ocasiones, se convierte en pura especulación.4

Los medios de comunicación tienden a identificar como extranjeros o foráneos a estos inversores. Pero la verdad es que, siendo evidente el impacto foráneo, buena parte de quienes lubrican estas dinámicas son nacionales. Nuestros ricos de toda la vida. Algunos, rentistas desde hace siglos. Otros, nuevos rentistas que derivan sus excedentes de otras actividades económicas a «los ladrillos prime».

Aunque tanto da que sean extranjeros que reportan a empresas en capitales extranjeras, como que sean family offices (oficinas de gestión de patrimonios familiares) de locales de siempre. Pueden hacer el mismo daño. Pero conviene no radiografiar erróneamente a los actores de este problema.

UNA ECONOMÍA INMOBILIARIA CORTOPLACISTA Y EN ROTACIÓN

En muchas de nuestras ciudades estamos pasando de una economía inmobiliaria de base física, carácter accesorio y vocación de estabilidad a un mundo inmobiliario acusadamente financiero, central en nuestra economía y devoto del movimiento. Lo explico a continuación.


La inversión inmobiliaria tradicionalmente tenía como máxima preocupación la calidad física del bien. Y buscaba inversiones y clientes a largo plazo.

Adicionalmente, la parte del PIB que dependía de lo inmobiliario era pequeña. Era un sector instrumental, al servicio de una necesidad humana y con un papel limitado en las economías nacionales.

Pues bien, ahora nos encontramos con unos flujos inversores cuya máxima preocupación es lo financiero, el movimiento y el corto plazo. No es una economía física del estar, sino una economía financiera del movimiento, de capitales y también de clientes. En muchos países, el conglomerado inmobiliario está pasando de sector económico accesorio o instrumental a pieza central de la economía (más del PIB que del empleo).

Para entenderlo nos sirve la película La estrategia del caracol (1993), del cineasta y diplomático paisa Sergio Cabrera. La historia narra la lucha de unos vecinos bogotanos frente a un desahucio colectivo impulsado por un rico propietario, el doctor Holguín. Los inquilinos, liderados por el anarquista republicano español Jacinto Ibarburen, intentan trasladar el edificio a otra localización para evitar ser desposeídos de residencia. Esa estrategia (loca) de los años noventa, comunitaria frente a una propiedad inmobiliaria encarnada en una persona, sería hoy inútil frente a los fondos de inversión internacionales y las family offices locales, que le han dado la vuelta al argumento del film. En lugar de inquilinos intentando utópicamente mover edificios, propietarios anónimos moviendo inquilinos desconectados. Ahora, los poderosos pueden eliminar a los pobladores locales, impedirles incluso el acceso al mercado. Y los nuevos usuarios, venidos de medio mundo, con alta capacidad adquisitiva y con voluntad de corta estancia, son los que rotan ad infinitum. Así, los edificios y las viviendas se convierten en activos financieros de alta liquidez, mucha rotación y frecuente cambio de titularidad.

La vida del cineasta Sergio Cabrera, que de niño creció en Pekín, de joven fue guerrillero en la selva colombiana y hoy es embajador de su país en China, ejemplifica muchas paradojas. Su formación intelectual china seguro que contribuyó a su bello canto fílmico en defensa de los derechos de los vulnerables. Paradójicamente, hoy los fondos de inversión chinos, junto con los americanos, europeos y árabes, quieren tomar el control de nuestros mercados, donde les sobran los inquilinos locales.5

Por increíble que parezca, en nuestras ciudades más atractivas hay pululando más ricos que ladrillos y suelos prime a la venta. Ello origina una dura competición global por conseguir los mejores activos. Una carrera para ver quién se posiciona mejor en un mercado de ritmo frenético.

El potencial stock para invertir es muy alto. Pero no ilimitado. Y los ladrillos prime son siempre finitos. Todo el suelo no puede ser una buena localización. Todo inmueble no está en estado óptimo. Por lo que, en la competición global que se despliega a nivel local, aunque parezca contraintuitivo, hay más inversores que bienes de primer nivel. En el capitalismo patrimonial que describe Thomas Piketty sobran ricos y las buenas propiedades inmobiliarias escasean.

En la película argentina Nueve reinas (2000), del director Fabián Bielinsky, un timador le reta a otro estafador (su socio criminal) a establecer cuál sería su precio por mantener relaciones sexuales con un hombre. Se sobreentiende que los dos son heterosexuales. El pillo interpelado niega que, por sucesivos precios, accediese al intercambio carnal. Pero, llegados a cierto precio, ya no niega. Y el que calla, otorga. A lo que el otro truhan le responde: «Putos no faltan, lo que faltan son financistas». Pues bien, el mercado inmobiliario de nuestras ciudades más atractivas funciona exactamente al revés: sobran financistas y faltan putos.

En un contexto de este tipo, siempre ganan los tiburones con más recursos y menos escrúpulos, los más implacables. Si Oliver Stone dirigiese hoy Wall Street (1978), su personaje Gordon Gekko no sería un especulador en bolsa, sino un inversor inmobiliario. De hecho, lo que ha ocurrido es que los grandes tiburones dirigen el mercado inmobiliario global como si fuese el bursátil posterior a la desregulación de Reagan y Thatcher. Como se mentaba en la corte de Fernando VII, «mismos perros con distintos collares».

La rentabilidad combinada: inversiones «ansiosas» y subidas de precios

Prestemos atención al siguiente concepto utilizado por la prensa salmón: «Rentabilidad combinada». Ejemplifica el acercamiento temporal a las inversiones inmobiliarias de la mayor parte de los grandes operadores. No se mide el beneficio que puede dar un inmueble en alquiler. Sino que se calcula que, como mucho, se va a alquilar diez años (en realidad, muchos menos) y después se va a vender. Por lo que la plusvalía será doble: los beneficios del alquiler temporal y la venta del inmueble. Ergo, el negocio es vender, no alquilar.6

La prensa económica no suele contemplar, ni como hipótesis, que construir, comprar y movilizar vivienda para su alquiler a largo plazo sea un negocio. Y lo es. Pero de rentabilidad y riesgo menor que comprar para alquilar por unos pocos años y, acto seguido, vender. La mayor parte de las empresas de automoción del mundo tienen un beneficio operativo (margen sobre ventas) de entre un 4 y un 8%. ¿Para qué invertir en industria si, abrasando los mercados de vivienda, se gana mucho más dinero con menos riesgo y en un plazo de tiempo menor? Volveremos sobre este punto varias veces a lo largo del libro.

Esta carrera de los inversores globales tensa al alza los precios, no solo de los mejores edificios y viviendas, sino que la inflación y la especulación se extienden, cual mancha de aceite, por casi todo el stock.

Ojo: no debemos confundir invertir para obtener un beneficio con invertir para especular. Son dos cosas bien distintas. La primera inversión es necesaria en nuestras sociedades de mercado. La segunda es demoledora para nuestros estados del bienestar. Los turboneoliberales consideran que ninguna inversión es especulativa (toda inversión es virtuosa per se) y los paleoestatistas creen que cualquier inversión es especulativa (no hay inversión privada positiva). En algún lugar intermedio tenemos que encontrar un campo de juego razonable y funcional.

Es evidente que las dinámicas de fuertes inversiones concentradas en un corto tiempo y en el espacio finito de nuestras ciudades producen acusadas asimetrías entre ingresos familiares y gasto en vivienda. Partiendo de la estratosfera (de los importes más exclusivos y locos), después se produce un descenso de los precios según va pasando el incremento de los precios de ladrillos prime a los buenos, normales, regulares, etc. Lo cual deja en situación muy precaria a la demanda local. Al final, las viviendas de mierda donde Cristo perdió las sandalias también acaban siendo caras.7 Nadie puede escapar.

LA SITUACIÓN EN EUROPA

Estando todas las ciudades atractivas en una mala situación, y habiendo además en todas algún tipo de regulación del urbanismo y la vivienda (el mercado 100% desregulado no existe en ningún espacio urbano civilizado del planeta),8 hay que dejar claro que no todas las ciudades atractivas tienen el mismo problema.

Globalización financiera y vivienda asequible casan muy mal. La herencia negativa de Reagan y Thatcher es infinita. Pero unas ciudades aguantan con más dignidad que otras los ataques especulativos y cortoplacistas. Es fácilmente comprensible que ciudades con el 20% de oferta de vivienda pública y privada subvencionada asequible (París, Londres, Berlín y Estocolmo), 30% (Copenhague y Helsinki), 50% (Ámsterdam) o incluso en el entorno del 60% (Viena) tienen más capacidades para hacer frente a la especulación que Madrid, Barcelona y el resto de urbes españolas, donde esa vivienda social apenas supera el 2%.

Con un tercio o la mitad del stock inmobiliario fuera de la lógica del mercado es posible competir, regularlo y tratar de dominarlo. Con el 2% del parque es imposible condicionar lo que ocurra en el 98%. En estos contextos, los parques públicos y de entidades sin ánimo de lucro son residuales. A duras penas sirven para alojar a una parte de los más pobres de los pobres.

Hay países con políticas de vivienda robustas, bien diseñadas, financiadas y ejecutadas durante décadas que lo están pasando mal. Sin embargo, en el caso español, esa política no ha estado orientada a la accesibilidad y asequibilidad a largo plazo, sino al mantenimiento de los precios y, en algunos momentos históricos, a la generación de PIB y empleo. A veces, es casi peor tener una política de vivienda contraproducente que no tenerla. Aunque, seamos honestos, no tener ninguna política pública de vivienda es, en realidad, optar por una determinada política.


Políticas de vivienda en Europa

No obstante, no hay una política europea de vivienda. Hay diversos modelos nacionales. Incluso dentro de los países con tradición en políticas de vivienda, esta es liderada por una o varias zonas metropolitanas.9

La UE ha considerado en el terreno formal la vivienda como una competencia de los Estados miembros en la que no debe interferir. Pero, mediante la aplicación de las reglas en defensa de la libre competencia, de facto, ha dificultado sistemas nacionales de provisión de la vivienda social pública y/o fomento de la vivienda privada asequible. Aunque también hay que reseñar que hace ya muchos años que el BEI (Banco Europeo de Inversiones), en tanto que brazo bancario armado de la Unión, financia la construcción y la rehabilitación de muchos parques de vivienda social en no pocos Estados. Una cierta esquizofrenia en la que un brazo financia lo que otro brazo amartilla. Son míticas las peleas de Holanda, Austria o Francia con la Comisión por este tema.10

Habiendo buenas y malas prácticas a lo largo de Europa y Occidente, sería temerario no tenerlas en cuenta. Gracias a mi experiencia laboral he tenido el privilegio de poder visitar in situ a colegas gestores de vivienda social y asequible de muchos países. Fundamentalmente europeos (franceses, holandeses, austriacos, alemanes, italianos, griegos, nórdicos, ingleses, etc.), pero también americanos (uruguayos, mexicanos, colombianos, chilenos). Además, he recibido a decenas de delegaciones de colegas de todo el planeta. En virtud de todo el recorrido anterior, considero que es obligado mirar a Viena, Ámsterdam, Berlín, Francia, Reino Unido o Escandinavia y sacar conclusiones. Europa es, a la vez, un repositorio de técnicas que históricamente han dado buen resultado, y también un conjunto de laboratorios, al principio casi siempre locales, de medidas para garantizar la asequibilidad y dificultar la especulación.

Pero antes, para abordar los diferentes modelos de vivienda europeos y las distintas formas de intervención pública en la materia, creo necesario realizar algunas precisiones terminológicas.

¿Qué es una política de vivienda?

Los poderes públicos ponen en funcionamiento instrumentos para conseguir que la vivienda sea un bien accesible para el conjunto de la ciudadanía. En este contexto es necesario, al menos, tener en cuenta la capacidad de los Estados europeos (y occidentales, en general) para ofrecer vivienda obtenida mediante la construcción, la compra o la captación temporal de la existente en stock. También de subvencionar diferentes cuestiones: alquileres asequibles, rehabilitaciones de diversos tipos, etc. Y, por último, regular el comportamiento de los operadores privados que actúan en el mercado, lo que implica una inspección y sanción de los comportamientos desviados de las normas marcadas.

Proveer, subvencionar y regular se pueden complementar con la normativa fiscal, que incentiva y desincentiva determinados comportamientos mercantiles en función del interés social en cada momento.

¿Qué es una vivienda social?

Definidas las políticas públicas, el siguiente interrogante que nos surge es: ¿qué es una vivienda social? Se trata de una categoría clave para comparar las políticas de diferentes países.


No hay una definición estándar. Pero podemos utilizar la que usa la OCDE (2020): «Vivienda social se define como un alojamiento en alquiler a precios inferiores a los del mercado, al que se accede a través de reglas específicas, tales como la necesidad de los demandantes o su posición en una lista de espera. […] La mayor parte, pero no todas, están dedicadas a hogares vulnerables y de bajos ingresos».

Esta y otras definiciones de vivienda social, así como la complejidad de los mercados y las carteras prestacionales de las administraciones, nos llevan a observar un campo de juego habitacional dividido en tres segmentos: la vivienda social, la de mercado y la asequible.

La vivienda de los extremos, social y mercado, está clara, pero la que genera debates es la vivienda asequible. Podemos encontrar cierto consenso en que, vista desde la demanda, es más asequible que la de mercado. Vista desde la oferta, genera una rentabilidad menor que la de mercado, pero garantiza una mayor seguridad a la inversión y, generalmente, está apoyada de alguna manera por las administraciones.

Como se verá en todo el libro, este tertium genius es uno de los temas más candentes en Europa y Occidente. Adelanto que mi punto de vista sobre la producción y gestión de la vivienda asequible no encaja plenamente con lo defendido ni por montescos ni por capuletos.

La mayor parte de los organismos internacionales (OCDE, BM, FMI, etc.) utilizan el umbral del 30% de los ingresos personales o familiares dedicados mensualmente a todos los gastos concernientes a la vivienda (incluyendo consumos) para considerar «asequible» una vivienda. También es habitual utilizar en nuestro contexto el indicador «salarios íntegros anuales» dedicados a la vivienda. Generalmente, se considera prudente estar entre los tres y cuatro. El primer indicador se adapta mejor al acceso a la vivienda en régimen de alquiler y el segundo, a la propiedad, generalmente con hipoteca.

El parque de vivienda social en alquiler

La historia de cada sociedad europea explica que tengamos casi tantos modelos de política de vivienda como Estados. A pesar de ello, es muy comprensible la pulsión de tratar de clasificar las políticas de vivienda en familias. Para mí, la más eficaz es la que se realiza en función del tamaño del parque de vivienda social en alquiler. Y, si es posible estadísticamente, distinguiendo el alquiler asequible.

Podemos diferenciar entre países con más de un 30% de vivienda social en relación con el stock total (Holanda), más del 20% (Austria o Escocia), más del 10% (Francia o Inglaterra), más del 5% (Alemania) y menos de esta última cantidad, hasta el 0% (España, Hungría o Grecia).

Hay dos razones por las que considero el tamaño de los parques sociales y asequibles el mejor criterio de clasificación. Uno técnico y otro historicista.

Los Estados que históricamente han tenido las políticas públicas de vivienda más desarrolladas han disfrutado de importantes parques de vivienda que son la joya de la corona de los instrumentos públicos de intervención. Vamos a llamar a este efecto «inercia patrimonial»: las masas patrimoniales generadas en el pasado son hoy potentes fuerzas de choque contra la especulación.

Desde el punto de vista técnico, entiendo que una prestación compleja como la vivienda no se puede delegar totalmente a entidades privadas por dos cuestiones capitales. Ser proveedor obliga a enfrentarse a todos los problemas técnicos que implica la gestión de suelo, urbanización, edificación, gestión de inmuebles y usuarios, y rehabilitación. No asumirlo pone a un sistema público en una posición de subordinación técnica en relación con el sector privado que, antes o después, daña el interés general. Vamos a llamar a este efecto «centralidad cognoscitiva».

Los sistemas con una fuerte inercia patrimonial y centralidad cognoscitiva son eficaces (hacen la vivienda asequible a amplias capas de la sociedad) y eficientes (gastan menos recursos per cápita). Es significativa la referencia a Austria y al Reino Unido: en el periodo 2007-2017, Austria tuvo un gasto público en vivienda que no llegó a los cincuenta euros per cápita y año. En el Reino Unido rondó los 440 euros (datos del MITMA 2020, que a su vez proceden de EUSTAT). Esa es la diferencia entre tener un parque público y no tenerlo. La diferencia entre haberlo vendido y haberlo conservado. La diferencia entre gastar hoy solo en mantenimiento de un stock creado durante décadas y verse forzado a gastar millonadas en ayudas al alquiler por falta de ese parque.

A efectos de comparación, e insistiendo en la heterogeneidad de resultados no solo entre modelos, sino también dentro de cada modelo, propongo, partiendo de la anterior clasificación en función del tamaño del parque de vivienda en alquiler social y asequible, tener en cuenta las experiencias de países, así como de ciudades clave. A mi juicio, con claros y oscuros, tenemos que fijarnos en Francia, Alemania y Reino Unido. Y en dos ciudades clave: Viena y Ámsterdam.

Francia

Francia se caracteriza por una serie de ayudas públicas al pago del alquiler por los inquilinos (APL, ALS, ALF). Pero, sobre todo, por un potente sistema de banca pública (Caisse des Dépôts) y subvenciones a la oferta social.


¿Cómo lo pagan? Entre otras formas, mediante contribuciones forzosas finalistas (Participation des Employeurs à l’Effort de Construction, conocida como PEEC): una cantidad pagada al fisco por un amplio espectro de empresas y trabajadores. La ciudadanía que así lo desee también puede adquirir algo parecido a nuestra renta fija (Livret A), que se dedica a nutrir financieramente el sistema de proveedores de vivienda en alquiler social.

Con este entramado económico y financiero, la ciudadanía francesa da soporte a las empresas HLM (Habitation à Loyer Modéré), por lo general, entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro.

Paremos un segundo a traducir esto a categorías españolas. Trabajadores y empresarios aportan el 0,56% de la masa salarial a un fondo estatal para la vivienda social y asequible que gestiona su ICO (Instituto de Crédito Oficial).11 Uno de los regalos típicos de bautizo es (o era) una cartilla de ahorro para que los franceses, mientras ahorran, financien proyectos de vivienda social y asequible, que son llevados a cabo por una red de empresas público-privadas (aunque las más antiguas y grandes son públicas) que gestionan millones de viviendas. Sus proveedores reciben todo tipo de ayudas y los inquilinos, diversas subvenciones.

Asterix y Obelix, si fuesen españoles observando a los franceses, dirían aquello de «il sont fou ces romains». Y, ni están locos por ser tan intervencionistas, ni el sistema francés resuelve completamente los problemas habitacionales de la población. Pero tienen un plan. Por cierto, un plan incluye que ciertos municipios, por ley, han de orientar su acción hacia el objetivo de que, en cierto lapso de tiempo, un 20% de sus viviendas se alquilen a precios sociales. Si no trabajan en dicha senda, reciben multas.


Alemania

Alemania se caracteriza por un parque público de alquiler social pequeño (a escala continental, aunque varias veces mayor que el español). También por masivas ayudas al alquiler (Whongeld), tanto a particulares como a empresas privadas arrendadoras, a cambio de alquilar sus unidades a precios moderados durante décadas. Y, por último, una regulación pública muy estricta del alquiler privado.

La cuna de un cierto tipo de capitalismo, el industrial renano, ha decidido regar masivamente la oferta y la demanda de vivienda asequible con fondos públicos para conseguir que, durante un largo tiempo, la oferta se comprometa a moderar sus precios para poder atender a una demanda económicamente suplementada.

Además, Alemania ha logrado que cerca del 90% de los particulares que arriendan sigan el índice oficial de precios de alquiler, el Mietspiegel, aunque no sea legalmente obligatorio. La prensa española salmón, por lo que sea, no explica que lo que los propietarios de vivienda alemanes consideran la «seguridad jurídica» no es la ausencia de normas, sino la existencia de un marco público oficial que les ayude a medir cuando alquilan a precios ordinarios de mercado y, por lo tanto, están tomando una decisión económica segura.

Como en el caso francés, esto no quiere decir que en Alemania no haya problemas en el acceso a la vivienda asequible o que sus principales ciudades no estén bajo presión. Pero, como Francia, tienen un plan que incluye más gasto y control público.

Reino Unido

Reino Unido, con la excepción de Escocia, se caracteriza por ser uno de los modelos neoliberales más puros. A finales del siglo XX se vendieron millones de unidades del parque público de alquiler, construido después de la Segunda Guerra Mundial, a empresas privadas y, en menor medida, a sus propios inquilinos (right to buy de Margaret Thatcher). También se redujeron drásticamente las subvenciones a los inquilinos (housing benefits), aunque, como he reseñado, hoy todavía tienen amplio impacto sobre las cuentas públicas. Finalmente, se eliminaron normas para crear un mercado privado del alquiler fuertemente desregulado.

El argumento: «La libre competencia bajará precios, mejorará el servicio, expulsará del mercado a las malas empresas y todo esto no le costará un penique al contribuyente». Cuando digo «mercado desregulado» me refiero a contratos privados de alquiler de muy corta duración (los anuales son la regla) que dan todo el poder al arrendador.

Estas cuestiones ayudan a explicar que en el Reino Unido se use una categoría, los rogue landlords, o «arrendadores deshonestos», que nosotros no manejamos. El fenómeno es de tal calado que hay administraciones públicas, por ejemplo la Greater London Authority, que registran a estos arrendadores deshonestos, los sancionan y publican esos datos para que los consumidores estén advertidos.

No pocos inmobros y tertulianos españoles proponen que la solución para la vivienda en España es transitar hacia un modelo como el inglés. Pues bien, el alcalde de Londres, Sadiq Khan, no solo demanda más medios para relanzar los parques municipales (council housing) y favorecer la inversión privada con ánimo de lucro limitado en vivienda asequible (affordable housing by private public partnerships), sino que está pidiendo a voz en grito un sistema de control de precios del alquiler a la alemana o francesa. De nuevo, «il sont fou ces romains».


Viena y Ámsterdam

Viena y Ámsterdam representan hoy los dos ejemplos europeos más claros de fuerte intervención de la Administración. En ambos casos, con porcentajes de vivienda de alquiler social, asequible, público o cooperativo (no de mercado) por encima del 50% del stock total. Aunque con diferentes sistemas de promoción de dichos parques (mastodónticos y eficaces) al margen del mercado.

En Viena, la empresa pública Wiener Wohnen es propietaria de más de un cuarto del parque total de la ciudad, que gestiona en alquiler. Otro cuarto de la vivienda vienesa es administrado por un tipo de empresa privada especial (Wohnungsgemeinnütziggesetz - WGG) que recibe fuertes ayudas públicas a cambio de la obligación ilimitada en el tiempo de alquilar a precios inferiores a los del mercado, fijados por la Administración, y de la imposibilidad de repartir dividendos por encima de unas ciertas ganancias. Sujeto a cambios regulatorios en el tiempo y solo a efectos meramente ilustrativos, estamos hablando de no superar los ocho euros el metro cuadrado (Madrid y Barcelona en la primavera de 2024 estaban por encima de los veinte) y a no repartir dividendos por encima del 3% de beneficios, debiéndose reinvertir en la empresa los beneficios que superen esa cifra.

Por otra parte, como en Francia, en Austria hay también una figura recaudatoria, en este caso un impuesto estatal, destinada a financiar políticas públicas de vivienda (Wohnbauförderbeitrag - WT) del que Viena recibe en estos momentos cerca de la mitad de su presupuesto anual. Imaginen qué cosas dirían nuestros medios de comunicación y nuestros «expertos» si hubiese partidos políticos que propusiesen que el 0,56% (en Francia) o el 1% (en Austria) de las nóminas gestionadas por empresarios y trabajadores fuese apartado para un fondo estatal que financiase un parque público y público privado de alquiler social y asequible.

Sin dinero público, mutual (cooperativas y otras formas de mancomunar riesgos) y privado core (inversores de largo plazo que buscan seguridad alta y rentabilidades moderadas) no se podrá cambiar la estructura orgánica de nuestra oferta.

Precios de mercado

Los sistemas nacionales y metropolitanos que dedican a la vivienda social y asequible medios públicos, mutuales y privados importantes, y que además regulan el mercado, obtienen mejores resultados: son más resilientes y sufren menos externalidades que aquellos en los que hay una renuncia a intervenir; bien por falta de medios, bien por motivos ideológicos.

Para probar el aserto anterior se pueden utilizar diversos indicadores. Me parece especialmente relevante en estos momentos comparar la oferta de alquiler social y de alquiler de mercado. Tomaré datos de Kathleen Scanlon y Christine Whitehead, y sacaré mis conclusiones.

Las dos profesoras diferencian entre sistemas de alta, media y baja asequibilidad. En el primer grupo sitúan a Suecia, Dinamarca y Austria. En el segundo, a Holanda, Alemania, Francia y Escocia. Y en el tercero, a Inglaterra, Irlanda y España.

Sirva solo como ejemplo lo siguiente. En Suecia, los alquileres de mercado tienen diversas formas de cálculo, pero todas están intervenidas normativamente, buscando precios superiores al alquiler público. Recientemente se está debatiendo sobre si desindexar o no los precios del Build to Rent BTR (vivienda nueva, construida por empresas privadas dedicadas al alquiler). En Dinamarca, solo los edificios posteriores a 1991 se pueden alquilar a precios de mercado, pero el resto supone el 90% del parque de vivienda y solo se puede alquilar respetando unos precios de referencia públicos. Algo similar ocurre en Austria con los edificios anteriores a 1953. En Holanda, el alquiler por encima de un determinado precio (en 2013 eran algo menos de setecientos euros/mes) es de mercado, pero por debajo de dicho precio (buena parte de los alquileres), hay una regulación estatal.

La situación española de precios de mercado no intervenidos por la Administración (hasta la Ley estatal 12/2023) no es la regla europea (al menos, de la Europa con la que nosotros aspiramos a converger), sino la excepción. Los otros Estados que son también excepción, los neoliberales angloparlantes, son territorios de baja asequibilidad, en los que las autoridades locales, especialmente Londres y Dublín, están demandando nuevos instrumentos de intervención. Sirva como botón de muestra el debate en primeras páginas de los diarios dublineses la última vez que visité a mis colegas del sector público (primavera de 2023): el Gobierno conservador irlandés quiere imponer legalmente que las viviendas de alquiler que se vendan puedan ser compradas solo por el inquilino, la Administración local, proveedores sin ánimo de lucro o de lucro limitado, o el Gobierno estatal.

¿Se imaginan a un gobierno conservador en España proponiendo algo similar? ¿Se imaginan algo parecido en los grandes estados de América Latina?

TENDENCIAS ACTUALES

Después del análisis que acabo de realizar, creo que es de interés poner de relieve algunas tendencias que se están dando en la mayor parte de los Estados europeos, y también en España, para resituarnos así en el problema que exponíamos al principio del capítulo.

Sobrecarga económica por motivos de vivienda

Uno de cada cuatro inquilinos europeos, si obtiene su alquiler en el mercado, sufre sobrecarga por vivienda.12 Es decir, dedica más del 40% de sus ingresos mensuales a los gastos relacionados con la vivienda. Los niveles de esfuerzo son mucho menores en el alquiler asequible público-privado y, sobre todo, en el alquiler social público. Ahora bien, las diferencias entre los Estados de la UE son acusadas. España, desgraciadamente, está entre los más afectados por este fenómeno.

Crecimiento de la vivienda en propiedad y el alquiler de mercado

La segunda tendencia que se aprecia es un fuerte crecimiento de la vivienda en propiedad en el conjunto de la UE, paralelo, en el caso de España, a un crecimiento de la vivienda de alquiler.

La dicotomía propiedad-alquiler es, en estos momentos, un 70%-30% en el conjunto de la UE y un 77%-23% en España. En el pick de la burbuja inmobiliaria de finales del siglo XX e inicios del XXI, en España superó el 85%-15%, aunque a mediados del siglo pasado estaba en un 50%-50%.

Financiarización y turistificación

Otros dos fenómenos son claramente apreciables: la financiarización-glocalisation de la vivienda, y la lucha entre usos a corto plazo (económicamente lucrativos y socialmente abrasivos) y a largo plazo.

A mi juicio, es difícil evitar las externalidades en el cruce de la lógica financiera (global, cortoplacista y algo voluble) con la lógica urbana (hoy nuestros edificios y viviendas duran casi medio siglo sin necesidad de una rehabilitación integral y nuestras calles, una vez delimitadas, nos acompañan durante siglos). Tratar de evitar dichas externalidades implica, forzosamente, una intervención pública.

En relación con el segundo fenómeno, la turistificación provoca que una parte del parque residencial, en principio destinado a ser domicilio permanente de los habitantes de una ciudad o metrópoli, se destine ahora al acomodo de turistas (uso a corto plazo, de alta rentabilidad y nocivo para los barrios).
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LA HISTORIA ESPAÑOLA

Arrancaba este libro con tres preguntas. La tercera era: ¿por qué los problemas de vivienda de España tienen algunas particularidades relevantes debidas a nuestra historia? La respuesta es, sin ambages, por la profunda huella de las políticas de vivienda franquistas en la vida (y la mente) de millones de españoles durante más de medio siglo. La recuperación de la democracia (1978) debería haber supuesto una revisión general de dicha política. Un aggiornamento a la europea (más alquiler público permanente y menos propiedad descalificable). Pero hemos consumido un cuarto del siglo XXI y aún no se ha alumbrado una política alternativa. Aunque se bosqueje en términos discursivos y programáticos, trufados con proyectos pilotos disruptivos.

De la misma forma que hemos repasado el contexto europeo, veamos ahora nuestra historia nacional entre décadas para entender cómo hemos llegado al problema actual.


LA ALARGADA SOMBRA DEL FRANQUISMO INMOBILIARIO

Tras la Guerra Civil, y una vez que el país empieza a sacudirse los efectos más lacerantes de la pobreza en la España franquista más temprana, durante la segunda mitad de los años cincuenta del pasado siglo, comienza un proceso de apertura de la economía y del país en general.1

El Plan Nacional de Estabilización Económica (1959) es el resultado de las presiones sobre el dictador de un Consejo de Ministros de perfil tecnócrata para poner fin al periodo de autarquía. Se apuesta por la convertibilidad de la peseta, la inversión extranjera, el control de la inflación (entre otras cosas, limitando los salarios) y la contención del déficit público. Este plan fue apoyado con créditos y otras concesiones por organismos internacionales y, sobre todo, por el Gobierno de los Estados Unidos.

En lo que se propuso, el plan tuvo éxito. La economía española creció y en los años sesenta se produjeron muchos y relevantes cambios: el éxodo del campo a la ciudad, que supuso la despoblación rural y un intenso proceso de urbanización, acompañado del incremento de los desequilibrios territoriales; la aparición de una nueva clase obrera y la eclosión de las clases medias y del consumo de masas; el aumento de los niveles de alfabetización y enseñanza, y una tímida incorporación de la mujer a ciertos trabajos. España intentó volver a donde el país estaba treinta años antes tanto en transformación socioeconómica interna como en su inserción en el concierto internacional.

La política de vivienda no fue ajena a este proceso. Es más, en cierta forma estuvo en vanguardia. La Ley del Suelo de 1957 creó el Ministerio de la Vivienda, fusionando organismos previamente existentes (Dirección General de Regiones Devastadas, Dirección General de Arquitectura y Urbanismo e Instituto Nacional de la Vivienda). El primer ministro del ramo fue el vasco-navarro José Luis Arrese Magra. Sin duda, la figura más influyente del siglo XX en materia de vivienda en España. Impulsó el «propietarismo» como producto político-cultural, no solo como elemento de impulso económico. A su modo de ver, y figura casi de forma literal en las actas de las reuniones del Movimiento Nacional,2 España debía pasar de ser un país de proletarios inquilinos a uno de clases medias propietarias. Los beneficios de esta operación podían, sin duda, ser varios. Pero hay uno, espurio, que no se ocultó: el control social. Es más fácil controlar a trabajadores con hipoteca que a proletarios que solo pagan un alquiler.

José Luis Arrese es el sumo sacerdote del mito fundacional de un «propietarismo» patrio que se llegó a considerar como consustancial del ADN español. Lo cual tiene su mérito, pues en las principales ciudades en los años cincuenta vivían bastantes más personas de alquiler que en propiedad. El viento de cola, «el milagro económico español de los sesenta», sin duda, ayudó. Pero no estamos hablando solo de que se creasen millones de propietarios. Se lavó el cerebro a buena parte de la población para que pensase que el paquete «firma de hipoteca-compra de vivienda» era parte de nuestra cultura desde la noche de los tiempos. A pesar de que esas personas tenían familiares y amigos mayores que abrumadoramente habían vivido de alquiler, sobre todo en las ciudades, pero también en el mundo rural. Pura disforia de clase colectiva.

La iconografía mundial del urbanismo y la arquitectura occidental glosa figuras como Robert Moses (concejal de urbanismo de Nueva York) o William Levitt (el gran promotor de vivienda unifamiliar subsidiada por el Gobierno Federal en los suburbios de los Estados Unidos). Arrese es, para España, Moses y Levitt en un solo cuerpo.

Pero, por muchos paralelismos que hagamos entre Arrese, Moses y Levitt, las reuniones en las que se pactaron las políticas expansionistas que propietarizaban a la población fueron bien distintas en Norteamérica y en España. El pacto entre el franquismo político cuartelero, con tecnócratas ministeriales miembros del Opus Dei, más el conglomerado bancario autárquico3 y los grandes propietarios de suelo,4 seguro que no tuvo nada que ver con los pactos del Gobierno Federal de los Estados Unidos. Lo nuestro fue pura Escopeta Nacional (Luis García Berlanga y Rafael Azcona, 1978): una montería cutre de señoritos paletos que, a su manera, nos urbanizaron, propietarizaron, desarrollaron y, puede que inconscientemente, sembraron la semilla de futuras desigualdades residenciales.

Javier García-Bellido, el gran urbanista que tan prematuramente nos dejó, decía que, por mor de ese pacto oligárquico (reflejado en la Ley del Suelo de 1957), en la España desarrollista franquista, y gracias al blindaje de cierta forma de valorar el suelo, «se podían considerar todos los pedazos de metal en bruto futuras esculturas de Chillida u Oteiza».5

La ley garantizaba a la banca el futuro valor de venta de las viviendas en suelos aún por urbanizar. Esta concedía créditos a los promotores utilizando de garantía, no el valor del suelo rústico (la realidad presente), sino el de las viviendas ya construidas (el futuro incierto). Al carecer de bancos y financiación externa, el conglomerado bancario autárquico buscó esta triquiñuela legal para poder financiar el que se preveía masivo desarrollo urbano de los siguientes años. Ciertamente, esquivaron el problema financiero. Pero crearon dos problemas que aún existen en el negocio inmobiliario: los beneficios caídos del cielo a las manos muertas, o «suelotenientes», y el favorecimiento de una espiral inflacionista.

En el proceso de urbanización y edificación hay inversiones y trabajos que añaden plusvalor al suelo yermo. En el curso de ese proceso, es razonable considerar que crece su valoración contable. Suelos, más inversión, más trabajo, más riesgo y ventura, es igual a incremento de valor. Pero el franquismo se saltó todos los pasos para favorecer que se diesen créditos como si las viviendas estuviesen ya construidas, anticipando plusvalores todavía no producidos. La banca necesitaba garantías y se las dieron. Eso puso a los propietarios de suelo en una posición aún más ventajosa que la natural de partida, ya de por sí favorable (como titulares de una materia prima insustituible).

A la banca no la benefició en exceso, más allá de permitirle crear un negocio de créditos a los promotores, y de hipotecas a los clientes finales, algo que en el periodo autárquico no existía. No es poca cosa. Pero no olvidemos que prestaban un servicio financiero que, hasta la fecha, no se daba. A quien, sin duda, dejó en una posición más débil fue al promotor-constructor que no era propietario del suelo.

Desde una visión puramente liberal-capitalista, no es bueno que los propietarios de la materia prima (sin invertir nada) y los financieros ganen mucho más con mucho menos riesgo que el empresario que hace pasar un suelo de predio baldío a edificio de viviendas. Si, después de todo el tesón, trabajo y arte, llega a haber un Chillida o un Oteiza, la ganancia mayor debería ser para el escultor, no para el propietario del metal o el proveedor de las herramientas. El sistema se sostenía y se sostuvo durante mucho tiempo porque todos ganaban. Pero, cuando los ciclos son adversos, quiebran los promotores y los constructores. Nunca los bancos o los propietarios de suelo. «Too big to fall», los primeros. Y demasiado poderosos, por los siglos de los siglos, los segundos.

Una tonelada de dinero público

Una colega y buena amiga del Ayuntamiento de Viena me dijo hace años: «Solucionar el problema de la vivienda no es tan complicado. Solo hace falta un siglo de consenso político y una tonelada de dinero». Para que después se diga que no se hace humor en alemán. Pues bien, el franquismo utilizó cuantiosos recursos económicos públicos para impulsar su modelo, que le ha sobrevivido, no un siglo como el vienés, pero sí más de cincuenta años.

En 1960, el 12,9% del gasto público en España se dedicó a vivienda.6 Ese porcentaje supondría hoy unos 87.500 millones de euros. Para valorar la magnitud de la apuesta franquista, los Presupuestos Generales del Estado para 2023 contemplaban una subida del 5,51% en vivienda, ascendiendo el monto a 3.477 millones, el mayor presupuesto en los últimos veinte años. La inmensa mayoría proviene a su vez de los fondos europeos Next Generation. Solo unos mil millones7 estaban destinados a la promoción de nueva vivienda social y asequible. El grueso del gasto se dirige, por decisión de la UE, a la rehabilitación.

Franco era un dictador fascista, pero gastar en vivienda, gastaba. Nuestros presidentes post-1978 son demócratas, aunque algunos están envejeciendo tan mal que hasta en esto tienen mácula. Pero a todos les une el escaso deseo de gastar dinero público en rebajar los precios de la vivienda. La que pretendía ser una frase irónica del actual alcalde de Madrid, José Luis Martínez Almeida —«Seremos fascistas, pero sabemos gobernar» (2021)—, en materia de vivienda no se le puede aplicar a ningún presidente español. Sean fascistas o demócratas, hasta la llegada de los Fondos Next Generation y el estallido de manifestaciones contra el turismo y a favor de la vivienda social y asequible (2023-2024), siempre han invertido poco. Han dejado al mercado campar a sus anchas.

Una advertencia sobre el gran gasto público y la fuerza promotora del franquismo. Ni todo el dinero movilizado estaba en los Presupuestos del Estado, ni que la promoción de Vivienda de Protección Oficial (VPO) fuese generalmente privada implicaba que no estuviese ligada al interés general. No es infrecuente escuchar hoy a líderes políticos, activistas y periodistas afirmar que solo consideran gasto en vivienda el presupuestario, o que solo computan la vivienda de titularidad pública como social o asequible. Igualan financiación no presupuestaria con privada, o promoción privada de VPO con vivienda de mercado o especulativa.

La realidad es que un Estado que fija condiciones de un producto que solo se puede comercializar con su autorización puede combinar producirlo con sus empresas públicas y acordar parte de la producción con empresas privadas, proveedoras del Plan Estatal de Vivienda. Como decía, hay quien entiende que el impulso económico del franquismo a la VPO estuvo solo en los Presupuestos Generales del Estado. Los millones de VPO que se llegaron a construir absorbieron partidas presupuestarias (indudablemente claves por su carácter gatillante), sí, pero, por encima de todo, se basaron en créditos a los promotores (por las reguladas cajas de ahorros,8 o directamente de la banca pública) y, en menor medida, en anticipos de los compradores.

El toque de nociva genialidad franquista: la VPO descalificable

La VPO o Vivienda de Protección Oficial, que en su esencia era una figura existente en los años veinte del pasado siglo,9 durante el franquismo fueron estandarizadas jurídicamente, producidas en masa y destinadas casi en exclusiva a la compra. Mediante hipoteca, los adquirentes, generalmente parejas jóvenes, se hacían con una vivienda que, durante unos años, tenía un precio topado, pero que, pasado ese periodo, se convertía en vivienda con precio libre. Este es un rasgo central del franquismo inmobiliario. Vivienda en propiedad, aparentemente social o pública, pero que en realidad no dejaba de ser una acción de fomento de la vivienda en propiedad a precios de mercado.

Thatcher privatizó unos tres millones de viviendas en los años ochenta, rompiendo un modelo de vivienda pública (council housing) que se potenció enérgicamente por los laboristas después de la Segunda Guerra Mundial. Franco diseñó a finales de los cincuenta un sistema que, desde su origen, dirigía las viviendas hacia su privatización. Su sombra es aún alargada.10 Hemos llegado a privatizar a lo largo de varias décadas más de seis millones de unidades. Thatcher lo tuvo que hacer a sangre y fuego. Franco privatizó el doble en un país con un 40% menos de población que el Reino Unido. Todo, con un consenso transversal que iba desde la familia de banqueros Urquijo hasta el sindicalista Nicolás Redondo. Obviamente, la UGT apoyó la VPO descalificable solo a partir de 1978, dado que en la dictadura los sindicatos eran ilegales. Pero ya nos entendemos.

En este asunto, Thatcher no llega a aprendiz de Franco. La inglesa tuvo que enfrentarse al Partido Laborista, a los sindicatos, a organizaciones sociales de base comunitaria, a buena parte de los medios y a la academia. Ganó y vendió millones de viviendas, a través del right to buy.11 Pero hoy su obra en vivienda no es defendida ni por su partido. Al menos, en público. Ella se presentó como una revolucionaria-libertaria, triunfó durante décadas y hoy su postura es un anatema a revertir. Por el contrario, Franco, que era un dictador fascista de la peor especie (los que sobreviven a búnkeres y horcas), en vivienda se presentaba como un estatista pro obrero y socializante. Sin perjuicio de que los dos privatizaron en niveles sistémicos, una vendió lo que era público y el otro diseñó lo público para que fuese, casi desde el principio, privado. No es lo mismo privatizar que permitir descalificar. Los matices importan. El ferrolano no estudió en Oxford, pero en vivienda fue mucho más sagaz que la de los Midlands. Y, frente al ostracismo intelectual de la gran privatización en el actual Reino Unido, la descalificación de la VPO, una especie de «right to buy avant la lettre», mantiene demasiados partidarios en España.12

Franco es el founding father de nuestro complejo financiero-inmobiliario, sin muchas críticas de clases medias, populares, sindicales y de izquierdas. Los bisnietos de Franco siguen bajo su égida. Los zurdos, en no pocos casos, tampoco se han emancipado del todo. Aunque muchos no lo sepan. En definitiva, como «revolucionario-involucionario», Franco, en vivienda, le dio mil vueltas a Thatcher.

Me fastidia tremendamente ponderar toques de genialidad de un franquismo inmobiliario que tanto sufrimiento ha acabado produciendo con los años. Pero, saltando del Reino Unido a los Estados Unidos, debo reconocer que la VPO franquista es una relectura povera e inteligente de la famélica España franquista de la Federal Housing Administration de los Estados Unidos. Esta agencia creada por el presidente Hoover e intensamente utilizada por otros presidentes tras la Gran Depresión, y sobre todo tras la Segunda Guerra Mundial, es la predecesora de todo, el Homo antecesor del actual help to buy: hipotecas subvencionadas para acceder a la vivienda en propiedad privada. Este modelo, y su larga influencia hasta los años ochenta, consiguió que el 60% de los norteamericanos fuesen propietarios.

La alargada sombra franquista llevó a España al 90 % de propietarios en la locura de la burbuja de 1998-2008. Mientras la Administración Federal norteamericana tenía que respaldar hipotecas para financiar la compra de vivienda de mercado, en España las viviendas primero eran VPO baratas, que después se descalificaban.

En los años sesenta, la gran mayoría de la vivienda que se producía en España era VPO. En los setenta, más o menos la mitad era VPO. A las personas de la generación X les resultará difícil creer estas estadísticas.13 A las generaciones posteriores, millennials y GenZ, les explotaría la cabeza si fuesen conscientes. Insisto, no identifiquemos VPO con titularidad pública o financiación solo con recursos públicos. Y mucho menos con vivienda de alquiler. Pero, en cualquier caso, la hegemonía de la VPO (el no mercado) a las personas de menos de cincuenta años les resulta un dato marciano. Como mucho, escuchado de sus padres o abuelas.14
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FIGURA 2.1. El papel de la VPO en el ciclo largo inmobiliario (1940-2020).





En su vida adulta, ya en democracia, los menores de cincuenta años han experimentado en primera persona el efecto de las políticas del primer presidente del PSOE y del primero del PP. En 1985, el 67,2% del total de viviendas construidas fueron VPO. Esa fue nuestra cima histórica en términos de vivienda asequible. En los años noventa, los gobiernos de Felipe González provocaron un declive (la provisión de vivienda se entregó al mercado), lo que acabó significando que menos de la cuarta parte del total de viviendas fueran VPO. A partir de los gobiernos de José María Aznar, llegó la marginalidad e irrelevancia en términos sistémicos.


Hoy, menos del 10% de la producción anual de vivienda es VPO. Y menos del 2% del total de las viviendas producidas son VPO destinadas al alquiler. No consideremos esto solo una cosa de partidos. La democracia española posterior a 1978 ha tenido otros dos presidentes del PP y el PSOE (Mariano Rajoy y José Luis Rodríguez Zapatero) que no han alterado sustancialmente las tendencias. La desaparición de la VPO es una obra conjunta de los dos partidos. Las decisiones del PP y PSOE, durante años, han estado respaldadas por entre el 65% y 75% del electorado. La eliminación de la VPO fue una obra indudablemente colectiva. Al igual que lo fue dotarnos de una educación, sanidad y pensiones públicas de nivel europeo.

Si hoy España dispusiese de seis millones de VPO dedicadas establemente a la vivienda social y asequible, tendríamos un 20% del stock total fuera de la lógica del mercado. Duplicaríamos la media de la UE y nos sentaríamos a la mesa de los líderes que, o están cerca de la marca del 20%, o la superan.

Es bastante intuitivo comprender que más de seis millones de viviendas sociales o asequibles localizadas preferente y más intensamente en las zonas urbanas más densas y tensionadas, si aún estuviesen calificadas, habrían provocado dos positivos efectos. El primero es obvio: más de seis millones de familias habrían vivido dignamente pagando precios moderados. En realidad, muchas más, a poco que hubiese habido algo de rotación.15

El segundo efecto es también lógico, por mucho que haya una legión de académicos negadores de la realidad: más de seis millones de viviendas presionarían a la baja el precio del alquiler de mercado. La competencia siempre tiene efectos. Y, cuando compites ofreciendo calidad a precios casi de coste, el mercado tiene que diferenciarse. O produce más calidad para justificar un mayor precio, o, si la calidad es similar, tiene que aquietarse y situarse en torno al estándar de precio. Dicho de otra manera, la inyección de oferta de alquiler asequible sostenida en el tiempo provoca reducciones de los precios en el mercado de alquiler.16

OEBPS/Fonts/Sabon-BoldItalicOsF.otf


OEBPS/Fonts/Sabon-Bold.otf


OEBPS/Images/cover.jpg
El problema
dela
vivienda
Javier
Buron

Coémo desactivar la bomba
de re]oljerfa que amenaza 2500 e\

con colapsar Espafia 5000 € <
| S / 1590 € m
Wés o)
CERE € 1500€
b 2800€) Z}Efgosoe )
(40 Bq3000¢) 40C 3000 € Jg
] 40€ 5050 900€
0 € 50 S
e ‘\\1690€ Co e zsooe:zse‘
‘asooe (sszse 3w0e, 30708
L = 0 €
0 € 525 € 5000 3000
zsokm >W4950€ o X 3%57—900 ¢ N
w “vdbs 7590€ | 2 /4100 € )°°<%(3800€ )
(2050€ | 100 2350€ &* (2380/ 3080€)
= (3105€)
2330e gooe \ / 24 3590 € )
arpa ~ (2500€) | 1590€ 22500 €'ﬁﬁooe: )

( 3350e [ eud0€
Gt €=50E) €\\31 59 €





OEBPS/Fonts/SabonLTStd-Roman.otf


OEBPS/Fonts/SabonItaOsF.otf


OEBPS/Fonts/Gotham-Bold.ttf


OEBPS/Fonts/Sabon_Roman_Osf.otf


OEBPS/Images/fig2-1.png
1000 viviendas
0 200 400 600

el de VPO como ot e a constrccien espafios .
(1945-1975),

Espana

— Construccion total de viviendas
— Construccion de viviendas sociales

T T T T T
1940 1960 1980 2000 2020

Bajada abruptade construccion VPO desde osafos noventa,
dejsndo al sector privads como Gasi (1o constructor,





OEBPS/Images/pub.png
dlPd





